
             
 

 

 

BOLETÍN TRIBUTARIO – 102/16 
 

INEXEQUIBLE ALUMBRADO PÚBLICO COMO CONTRIBUCIÓN 
ESPECIAL 

 
La Corte Constitucional emitió el Comunicado de Prensa No. 22 del 25 de mayo 
de 2016 por medio del cual da a conocer, entre otras, la siguiente decisión: 
 
DECLARÓ INEXEQUIBLE EL ARTÍCULO 191 DE LA LEY 1753 DE 2015 “POR 
LA CUAL SE EXPIDE EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2014-2018, 
TODOS POR UN NUEVO PAÍS”, QUE REGULABA UNA CONTRIBUCIÓN 
ESPECIAL PARA FINANCIAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, 
POR VULNERAR LA CLÁUSULA DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO Y 
EL 338 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, EN CUANTO SE REFIERE A LA 
FIJACIÓN DE LOS ELEMENTOS ESENCIALES DEL TRIBUTO 
 
La Corte fundamentó su determinación en: 
 
“El demandante formuló nueve cargos contra los fragmentos impugnados del artículo 
191 de la Ley 1753 de 2015. Sin embargo, la Corte analizó y resolvió los argumentos que 
censuraban las expresiones que diseñaron la sustitución del impuesto por una 
contribución especial, la forma de liquidarla y cobrarla y la entidad que ejercería el control. 
Para la Corte, el cambio de naturaleza jurídica del tributo para la financiación del servicio 
de alumbrado público, impactaba la totalidad del artículo, por lo que decidió declarar su 
inexequibilidad. 
 
A la Sala Plena correspondió determinar si la disposición acusada: a) vulneraba la 
autonomía de las entidades territoriales para fijar los elementos de los tributos y 
administrar sus propios recursos, b) desnaturalizaba la tipología tributaria establecida en 
la Constitución, al individualizar la contraprestación correlativa a una contribución 
especial, los sujetos pasivos del tributo y la base gravable, impidiéndoles a las entidades 
territoriales fijar los elementos del tributo, y c) contrariaba la cláusula de Estado social de 
derecho, al fijar una contribución regresiva que promueve que sólo las personas y zonas 
con mayor capacidad de pago reciban alumbrado público. 
 
Para decidir, la Corte subrayó que, a la luz de la Carta Política y, en especial, de los 
artículos 365 a 370, los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, 
y que existe una relación inescindible entre dichos servicios y el principio de Estado social 
de derecho (art. 365 C. P.). 
 
La Corte indicó que la función fundamental del servicio de alumbrado público no es 
proporcionar un beneficio exclusivo, particular y privado a personas específicas, sino que 
es prestado en interés general a toda una colectividad. 
 



             
 

 

 

De similar forma, reiteró que contrario a las tasas, las contribuciones especiales son 
compensaciones que se pagan por beneficios dirigidos a sectores sociales, no 
individualizables. Señaló que dichas obras no se llevan a cabo a elección o por solicitud 
del contribuyente y que el pago del gravamen es obligatorio. 
 
Conforme a lo anterior, la Sala Plena constató que la financiación del servicio de 
alumbrado público, en tanto no genera utilidades particulares a personas o grupos sociales 
específicos, no es compatible con las contribuciones especiales. 
 
Así mismo, la Corte consideró que el artículo demandado condicionó la prestación 
continua, permanente y en interés general del alumbrado público a los criterios de 
viabilidad financiera y de rentabilidad razonable, en relación con aparentes beneficiarios 
individuales del servicio, con lo cual, puso en riesgo su suministro efectivo en todas la 
zonas del país. Al comportar esta consecuencia, la Sala Plena encontró que el legislador 
infringió la cláusula de Estado social, en especial los artículos 365 y 1º, así como el 
artículo 338 de la Constitución. 
 
Desconoció que, de acuerdo al tenor literal del artículo 365 C. P., los servicios públicos 
son inherentes a la finalidad social del Estado y que en este reside la obligación de asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Así mismo, 
menoscabó el principio de la prevalencia del interés general, al someter a indicadores de 
rentabilidad y viabilidad financiera, ligados a supuestos beneficiarios individuales del 
servicio, la continuidad de un servicio que beneficia a toda la colectividad (art. 1º ídem). 
Y, por último, lesionó el artículo 338 C. P., puesto que el Constituyente solo permite a la 
ley establecer la modalidad de las contribuciones para obtener compensaciones por 
beneficios particulares recibidos, los cuales no se perciben a través del servicio de 
alumbrado público. 
 
Con base en lo anterior, la Corte concluyó que el tributo creado por el artículo acusado 
era contrario a la Constitución. Dado que toda la regulación que seguía y antecedía al 
establecimiento de la contribución especial en los apartados controvertidos era accesoria 
a ella y guardaba unidad de sentido y propósito con el gravamen incompatible con la 
Carta, la Corte procedió a declarar la inexequibilidad del artículo 191 de la Ley 1753 de 
2015, en su integridad. La Sala Plena aclaró que, con la decisión, no surgía vacío 
normativo alguno, puesto que recobraban vigencia las disposiciones tributarias anteriores 
de alumbrado público, en especial, el numeral 1, literal a, de la Ley 84 de 1915, en 
concordancia con el artículo 1, literal d, del artículo de la Ley 97 de 1913 y todas las 
normas que las modificaran y complementaran. (Subrayado fuera de texto -
EXPEDIENTE D-11056 - SENTENCIA C-272/16 (Mayo 25) M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva). 
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